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    ACTUACIONES 

 

Mazatlán, Sinaloa, diecisiete de noviembre de dos mil 

diecisiete. 

 

Visto para resolver el presente juicio número 1819/2017, 

promovido por la ciudadana *******, quien demandó al Director de 

Ingresos de la Tesorería Municipal del Honorable Ayuntamiento 

de Mazatlán, Sinaloa, y;  

 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE: 

 

1.- El trece de septiembre de dos mil diecisiete, mediante 

escrito inicial de demanda compareció ante esta Sala Regional Zona Sur 

del Tribunal de Justicia  Administrativa del Estado de Sinaloa, la 

ciudadana *******, demandando al  Director de Ingresos de la 

Tesorería Municipal del Honorable Ayuntamiento de Mazatlán, 

Sinaloa, por la nulidad de: 

 a.- El crédito fiscal determinado en la notificación de crédito fiscal 

*******, por la cantidad total de $61,754.14 (Sesenta y un mil 

setecientos cincuenta y cuatro Pesos 14/100 M.N.). 

 

 2.- El catorce de septiembre de dos mil diecisiete, se 

admitió a trámite la referida demanda, se tuvieron por admitidas las 

pruebas ofertadas por la actora, las cuales se desahogaron en razón de 

su propia naturaleza, ordenándose emplazar a la autoridad demandada, 

la cual no compareció al presente juicio, según se advierte de las 

constancias procesales que conforman el presente juicio. 

 

3.- Mediante auto dictado por esta Sala el veinte de octubre de 

dos mil diecisiete, se otorgó a las partes un término de tres días para 

que formularan alegatos, sin que hubiesen realizado manifestación 

alguna no obstante que se encuentran debidamente notificados.  
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4.-  Por auto de uno de noviembre de dos mil diecisiete, se 

declaró cerrado el periodo de instrucción, citándose el juicio para oír 

sentencia, y; 

 

COMPETENCIA 
 

Esta Sala es competente para conocer y resolver del presente 

Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13 y 22 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa; 23 y 26 del 

Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Sinaloa. 

 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

 

I.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora y las autoridades demandadas, a título de conceptos de nulidad y 

excepciones y defensas, respectivamente, este Juzgador omitirá su 

trascripción sin que por ello, de ser necesario deba pronunciarse a su 

estudio exhaustivo, al considerar que dicho actuar no constituye una 

omisión formal en la estructura de la presente sentencia acorde con lo 

preceptuado por el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa, y que además, no representa fuente generadora 

de agravios a las partes del presente juicio.  

 

II.- Señalado lo anterior, acorde a lo establecido en la fracción I 

del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, este resolutor procede a la fijación de los actos impugnados 

que lo constituye: 

 

a).- El crédito fiscal determinado en la notificación de crédito fiscal 

*******, por la cantidad total de $61,754.14 (Sesenta y un mil 

setecientos cincuenta y cuatro Pesos 14/100 M.N.). 

 

 Respecto del acto en descripción, la parte actora requiere de este 

Tribunal, en vía de pretensión procesal, se pronuncie declarando su 

nulidad en virtud de que —afirma— el actos impugnados carecen de las 
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formalidades que legalmente debe revestir un acto de autoridad, 

contraviniendo lo dispuesto en el artículo 16 Constitucional. 

 

III.- Se presume la certeza de los hechos que de manera precisa 

les imputa el accionante a las autoridades demandadas Dirección de 

Ingresos del Honorable Ayuntamiento de Mazatlán, Sinaloa en su 

escrito inicial de demanda, en virtud de no haber producido contestación 

a la misma, no obstante haber sido debidamente notificadas, según 

consta en la presente pieza de autos, de conformidad con la fracción I del 

artículo 65 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa.     

 

IV.- Enseguida, este juzgador estima procedente el dictado del 

juzgamiento que impetra la parte actora a través de su escrito de 

demanda, pronunciándose por tanto al estudio de los conceptos de 

nulidad vertidos por ésta, en observancia de lo mandatado por la fracción 

III, del aludido ordinal 96, del ordenamiento legal con anterioridad 

invocado.  

 

En este sentido, esta Sala inicia con el estudio del argumento 

expuesto por la parte actora en el único concepto de nulidad, a través del 

cual sustancialmente aduce la ilegalidad de la resolución impugnada, toda 

vez que la autoridad demandada omite expresar con precisión las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se 

tomaron en consideración para determinar el cobro por los conceptos de 

aseo, limpia, recolección y disposición final de basura, lo que 

infringe el principio de fundamentación y motivación.     

 

Resulta fundado el citado argumento, por las consideraciones 

siguientes: 

 

En primer término, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el 

primer párrafo del artículo 16 constitucional, que estatuye: 

 
"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
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mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 
motive la causa legal del procedimiento." 

 

      El citado precepto establece la garantía de legalidad, la cual 

determina que todo acto de autoridad debe estar fundado y motivado.  

 

      La exigencia de fundar todo acto de molestia impone a las 

autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al 

caso, es decir, aquellos que tengan previstas las facultades en las que se 

apoye la autoridad para emitir dicho acto.  

 

Por otra parte, la motivación implica la demostración de que las 

circunstancias y modalidades del caso particular encuadran dentro de la 

hipótesis normativa que justifica la emisión de aquél. Tal y como lo 

señala la Jurisprudencia que a continuación se transcribe1: 

 
FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. 

De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de 
autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, 
entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el 

precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben 
señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones 

particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración 
para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista 
adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es 

decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
 

Sexta Epoca, Tercera Parte: 
 
Volumen CXXXII, página 49. Amparo en revisión 8280/67. Augusto 

Vallejo Olivo. 24 de junio de 1968. Cinco votos. Ponente: José Rivera 
Pérez Campos. Secretario: José Tena Ramírez. 

 
Séptima Epoca, Tercera Parte: 
 

Volumen 14, página 37. Amparo en revisión 3713/69. Elías Chaín. 20 
de febrero de 1970. Cinco votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez. 

Secretario: Juan Díaz Romero. 
 
Volumen 28, página 111. Amparo en revisión 4115/68. Emeterio 

Rodríguez Romero y coagraviados. 26 de abril de 1971. Cinco votos. 
Ponente: Jorge Saracho Alvarez. 

 
Volúmenes 97-102, página 61. Amparo en revisión 2478/75. María del 
Socorro Castrejón C. y otros y acumulado. 31 de marzo de 1977. 

Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Carlos del Río Rodríguez. 
Secretaria: Fausta Moreno Flores. 

 

                                                 
1
 Época: Séptima Época, Registro: 238212, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación, Volumen 97-102, Tercera Parte, Materia(s): Común, Tesis: Página: 143  
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Volúmenes 97-102, página 61. Amparo en revisión 5724/76. Ramiro 

Tarango R. y otros. 28 de abril de 1977. Cinco votos. Ponente: Jorge 
Iñárritu. Secretario: Luis Tirado Ledesma. 

 

 Ahora bien, la parte actora sustenta la ilegalidad del requerimiento 

de pago impugnado, bajo el supuesto de que para su emisión la 

autoridad demandada no estableció de qué manera o como se obtuvo el 

cálculo para determinar la cantidad a pagar por concepto de aseo, 

limpia, recolección y disposición final de basura. 

 

 Ahora bien, de la resolución impugnada se desprende que la 

autoridad demandada determina un crédito fiscal por concepto de rec.  

de basura establ. Com. e ind., recargos imptos der y prod, hon. 

Notif. Otros imptos der, multas otros imptos. Der Prod., sin 

embargo, se advierte que carece de la debida motivación, toda vez que la 

demandada no precisó en la misma, el método o sistema utilizado para 

arribar a la cantidad que conforma el citado concepto aseo, limpia, 

recolección y disposición final de basura, ya que es omisa en 

detallar de manera pormenorizada de donde es que obtiene tal cantidad 

o como es que la estableció, limitándose de manera dogmática a 

establecerla, es decir, sólo transcribió dicho monto en el acto 

controvertido, sin señalar el origen u operaciones realizadas para la 

obtención de ese numerario, vicio que impide a la actora estar en aptitud 

de realizar una adecuada o de conformarse con la actuación que impacta 

su esfera jurídica. 

 

Por lo antes dicho, en estima de este juzgador la resolución traída a 

juicio no cumple con los requisitos que todo acto de autoridad debe 

contener, violentando con ello lo dispuesto por el artículo 16 

constitucional, en virtud de que la autoridad demandada omitió precisar 

con exactitud las bases, razones particulares, circunstancias especiales e 

inmediatas, consideraciones y situaciones de hecho que le sirvieron de 

apoyo y que la motivaron para obtener las cantidades actualizadas que 

pretende hacer efectivas al hoy actor. 
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Sirve de apoyo a la anterior consideración la tesis jurisprudencial 

que a continuación se inserta: 2 

 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO 

FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE 
TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR 

LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. 
El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el 
artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y 

motivación tiene como propósito primordial y ratio que el 
justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la 

autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y 
de manera completa la esencia de todas las circunstancias y 
condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera 

que sea evidente y muy claro para el afectado poder 
cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, 

permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no 
basta que el acto de autoridad apenas observe una 
motivación pro forma pero de una manera incongruente, 

insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del 
conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es 

válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es 
suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para 
explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para 

comunicar la decisión a efecto de que se considere 
debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos 

relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un 
argumento mínimo pero suficiente para acreditar el 

razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia 
lógica de los hechos al derecho invocado, que es la 
subsunción. 

 
Amparo directo 447/2005. Bruno López Castro. 1o. de febrero 

de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron 
Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 
 

Amparo en revisión 631/2005. Jesús Guillermo Mosqueda 
Martínez. 1o. de febrero de 2006. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Alma Margarita 
Flores Rodríguez. 
 

Amparo directo 400/2005. Pemex Exploración y Producción. 9 
de febrero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús 

Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Ángela Alvarado Morales. 
 
Amparo directo 27/2006. Arturo Alarcón Carrillo. 15 de 

febrero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario 
Bárcenas Chávez. Secretaria: Karla Mariana Márquez Velasco.  

 
Amparo en revisión 78/2006. Juan Alcántara Gutiérrez. 1o. de 
marzo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario 

Bárcenas Chávez. Secretaria: Mariza Arellano Pompa. 

 

                                                 
2
 Época: Novena Época; Registro: 175082; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de 

Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, Mayo 
de 2006; Materia(s): Común; Tesis: I.4o.A. J/43; Página: 1531. 
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Asimismo, en lo conducente, la tesis jurisprudencial que a 

continuación se transcribe3: 

 
RESOLUCIÓN DETERMINANTE DE UN CRÉDITO FISCAL. 
REQUISITOS QUE DEBE CONTENER PARA CUMPLIR CON LA 

GARANTÍA DE LEGALIDAD EN RELACIÓN CON LOS RECARGOS. 
 

Para que una liquidación, en el rubro de recargos, cumpla con 
la citada garantía, contenida en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, basta 

con que la autoridad fiscal invoque los preceptos legales 
aplicables y exponga detalladamente el procedimiento que 

siguió para determinar su cuantía, lo que implica que, además 
de pormenorizar la forma en que llevó a cabo las operaciones 
aritméticas aplicables, detalle claramente las fuentes de las que 

obtuvo los datos necesarios para realizar tales operaciones, esto es, 
la fecha de los Diarios Oficiales de la Federación y la Ley de Ingresos 

de la Federación de los que se obtuvieron los índices nacionales de 
precios al consumidor, así como la tasa de recargos que hubiese 
aplicado, a fin de que el contribuyente pueda conocer el 

procedimiento aritmético que siguió la autoridad para obtener el 
monto de recargos, de modo que constate su exactitud o inexactitud, 

sin que sea necesario que la autoridad desarrolle las operaciones 
aritméticas correspondientes, pues éstas podrá elaborarlas el propio 
afectado en la medida en que dispondrá del procedimiento 

matemático seguido para su cálculo. 
 

Contradicción de tesis 418/2010. Entre las sustentadas por el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del referido circuito, actual 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 23 de 
febrero de 2011. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga. 

 

Tesis de jurisprudencia 52/2011. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil 

once. 

 

*Énfasis de la Sala. 
 

En ese orden de ideas, este Juzgador concluye que, en la especie 

se actualiza la causal de nulidad prevista por la fracción II del artículo 97, 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, por lo que, 

es procedente declarar la nulidad del crédito fiscal determinado en la 

notificación de crédito fiscal *******, por la cantidad total de 

                                                 
3
 Época: Novena Época, Registro: 162301, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXXIII, Abril de 2011, Materia(s): Administrativa, 
Tesis: 2a./J. 52/2011, Página: 553.  
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$61,754.14 (Sesenta y un mil setecientos cincuenta y cuatro Pesos 

14/100 M.N.), con fundamento en lo dispuesto por el artículo 95, fracción 

II del cuerpo normativo invocado. 

 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por la fracción VI, el 

artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, 

se;  

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Ha procedido la acción intentada por la ciudadana 

*******, consecuentemente. 

 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado, lo 

anterior, con base en lo analizado en el apartado IV del capítulo de 

Consideraciones y Fundamentos de la presente resolución.  

 

TERCERO.- En su oportunidad archívese el presente expediente 

como asunto total y definitivamente concluido. 

 

        CUARTO.-  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

Así lo proveyó y firmó el ciudadano Licenciado Jesús David 

Guevara Garzón, Magistrado de la Sala Regional Zona Sur del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, con residencia en esta 

ciudad, en unión del Licenciado Enrique Coronado Navarrete, 

Secretario de Acuerdos, que actúa y da fe, lo anterior con fundamento en 

los artículos 23 y 26 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa. 

ELIMINADO: Corresponde a datos personales de las partes del juicio.  

Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo fracción I, 

Quincuagésimo Segundo párrafo, Quincuagésimo Tercero, Quincuagésimo 

Segundo Noveno, Sexagésimo Segundo y Sexagésimo Tercero de los 

Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como la elaboración y desclasificación de la información, así 

como la elaboración de versiones públicas. 

 


